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¡l. · 1La vigencia del derecho a no declarar contra sí mismo en materia 
tributaria: posicionamiento doctrinal y jurisprudencia! 
l. Consideraciones preliminares 
El derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable, recogido en el artículo 24.2 
de la Constitución española1 (en adelante, CE), ha concitado una de las más vivas discusiones 
doctrinales y jurisprudenciales de los últimos años, polarizada en torno al alcance que del mismo 
cabe predicar frente a la Inspección Tributaria. 
El origen de este derecho se remonta al Common Law inglés del siglo XIII, cuando las jurisdic-
ciones eclesiásticas comenzaron a aplicar el denominado 'juramento ex officio' (oath ex officio) a 
los sospechosos de haber cometido herejía. Durante los siglos XVI y XVII dicho mecanismo fue 
igualmente utilizado en Inglaterra por la Court of Star Chamber con el fin de descubrir a aquéllos 
que criticaban al rey. Con el paso del tiempo fueron surgiendo oposiciones a tal sistema, que 
encontraron su apoyo en el principio según el cual "no es posible hacer de una persona el enga-
ñoso, instrumento de su propia condena"2• Esta doctrina se extendió no solamente a los proce-
sos especiales antes aludidos sino, merced a la evolución del Common Law, respecto de todo 
procedimiento sancionador ordinario. Particularmente bien acogido resultó el citado derecho en 
las colonias americanas, en razón a los abusos cometidos por los gobernadores coloniales en 
materia de interrogatorio, siendo plasmado en sus Constituciones o Declaraciones de derechos 
con carácter previo a la Guerra de la Independencia americana por siete Estados. De igual modo, 
pronto se reconoció que el privilegio contra la autoinculpación quedaría vacío de contenido o 
reducido a un valor mínimo si el particular podía ser obligado a declarar ante las autoridades en 
un estadio preparatorio al inicio del proceso. 
Como es sabido, la autodefensa viene integrada por un conjunto de derechos que la ley concede 
a una persona al objeto de hacer frente a los cargos que se le dirigen. Se trata, en suma, de una 
serie de derechos de rango constitucional que, por regla general, le. asisten bien en el momen-
to de serie tomada declaración, bien cuando se le sujeta a cualquier acto de investigación. El 
derecho a no autoincriminarse no constituye, por otra parte, un derecho autónomo, sino que se 
halla estrechamente ligado al derecho a la presunción de inocencia consagrado también en el 
texto constitucional, en la medida en que dicha presunción habrá de destruirse en todo caso a 
través de medios legítimos, de todo lo cual se colige la prohibición de aportar al proceso pruebas 
obtenidas con vulneración de los derechos fundamentales. En palabras de Fernández Segado, 
De conformidad con el artículo 24.2 CE: "Asimismo, todos tienen derecho al juez ordinario predeterminado por 
la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un 
proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes 
para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpabl(3s y a la presunción de inocencia. ( ... )". 
2 "A man could not be made the deiuded instrument of his own conviction". 
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"sólo cuando se obligue a la persona a emitir una declaración que exteriorice un contenido, ad-
mitiendo su culpabilidad, podrán entenderse vulnerados estos derechos"3• 
Lógicamente, si una persona ha de ser informada de la imputación y puede guardar silencio al ser 
interrogada acerca de ella, debe igualmente preservarse su derecho a no declarar en modo alguno 
en su contra. Ahora bien, tal afirmación no debe entenderse en el sentido maximalista de negar toda 
posibilidad al individuo de prestar una confesión o de que la misma, cuando es ofrecida de propia 
voluntad, carezca de valor probatorio a fin de dictar sobre su base una sentencia condenatoria. Por 
el contrario, respetándose las garantías y derechos correspondientes, toda declaración inculpatoria 
tendrá valor suficiente para servir de base a una sanción. Nótese, sin embargo, que esta situación 
difiere completamente de la de la persona que es compelida a declarar contra sí misma. 
En este sentido, huelga subrayar que el citado derecho goza de indudable reconocimiento por· 
parte de nuestros Tribunales en el ámbito del proceso penal, como demuestra la expresa y reite-
. rada proclamación del mismo a través de una jurisprudencia constante y sin ambigüedades, de 
la que son significativo exponente las Sentencias del Tribunal Supremo (en adelante, TS) de 1 de 
octubre y 24 de abril de 1992. Sí se han planteado, en cambio, problemas interpretativos en rela-
ción con la posible invocación de este derecho en el procedimiento administrativo sancionador, 
dado que el artículo 24.2 CE contempla el derecho a la tutela efectiva de los jueces y tribunales, 
y a determinadas garantías de tipo procesal, con especial referencia al orden penal, sin aludir de 
forma expresa al ejercicio de la potestad sancionadora por la Administración. A nuestro juicio, 
la plena eficacia del derecho a no declarar contra sí mismo debería erigirse en manifestación 
concreta de la extensión general de los principios y garantías del orden penal al procedimiento 
administrativo sancionador, máxime si se tiene en cuenta la doctrina del Tribunal Constitucional 
(en adelante, TC) en esta sede, favorable a la aplicación, aunque con determinados matices, de 
aquellos derechos y garantías en la órbita administrativo-sancionadora. Así lo declara el Alto 
Tribunal en su Sentencia 197/1995, de 21 de diciembre, al señalar que "no puede suscitar duda 
que el derecho a no declarar contra sí mismo, en cuanto garantía instrumental del derecho de 
defensa al que presta cobertura en su manifestación· pasiva, rige y ha de s.er respetado, en 
principio, en la imposición de cualesquiera sanciones administrativas sin perjuicio de las modu-
laciones que pudiera experimentar en razón de las diferencias existentes entre el orden penal y 
el Derecho Administrativo sancionador, pues los valores esenciales que se encuentran en la base 
del artículo 24.2 CE no quedarían salvaguardados si se admitiera que la Administración pudiera 
éompeler u obligar al administrado a confesar la comisión o autoría de los hechos antijurídicos 
que se le imputan o pudieran imputar o declarar en tal sentido". 
El fundamento de dicha aplicación (matizada) de los principios inspiradores del orden penal al 
Derecho Administrativo sancionador radica, como es obvio, en que ambos constituyen mani~ 
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testaciones del ordenamiento punitivo del Estado, hasta el punto de que un mismo bien jurídico 
puede ser protegido por técnicas administrativas o penales. De ahí que el TC, intérprete máximo 
del orden constitucional, haya reconocido la extensión al ámbito administrativo-sancionador de 
todo lo dispuesto en el artículo 24 CE. Con ello, el Alto Tribunal se separa, por ejemplo, de la 
Corte Constituziona/e italiana, que entiende que las garantías de carácter procesal que alberga 
la Constitución italiana hacen referencia única y exclusivamente al campo jurisdiccional, y milita 
activamente tm las filas del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante, TEDH), parti-
dario de la ampliación del artículo 6 del Convenio para la protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales de 4 de noviembre de 1950 (en adelante, CEDH}, a todo proce-
dimiento de índole sancionadora. 
2. Problemática respecto a su vigencia en el procedimiento inspector 
La meridiana claridad que alumbra el planteamiento anterior queda oscurecida, no obstante, a 
la hora de hacer valer los derechos de defensa alojados en el artículo 24.2 CE por parte de los 
contribuyentes que son objeto de actuaciones inspectoras, y cuya aplicación se fundamentaría 
en la incuestionable trascendencia de las mismas en un ulterior proceso judicial por delito de 
defraudación tributaria. 
La cuestión cuyo estudio nos ocupa no responde sino a la más amplia tensión dialéctica entre 
el cumplimiento del deber de contribuir y el ejercicio de determinados derechos fundamentales, 
puesto que si el contribuyente invoca su derecho a no autoincriminarse en el procedimiento de 
inspección su conducta se calificará como resistencia, excusa o negativa a la actividad inspec-
tora, con las consecuencias incluso sancionadoras que ello implica, mientras que si se estima, al 
contrario, que el deber de colaboración ha de primar en este contexto sobre el derecho a guar-
dar silencio, se estará obligando al presunto sujeto infractor a colaborar en su autoincriminación, 
lo cual está vedado por nuestro sistema de garantías constitucionales. 
El origen de dicha contraposición\ al que sin duda debemos remontarnos, se sitúa en la con-
troversia doctrinal y jurisprudencia! anterior a la hoy derogada Ley 1/1998, de 26 de febrero, de 
Derechos y Garantías de los Contribuyentes (en adelante, LDGC), si bien, a nuestro parecer, 
la incapacidad de separación de procedimientos como medida arbitrada en aquella Ley, y ac-
tualmente en la Ley General Tributaria (en adelante, LGn, para superar aquella confrontación 
representa un problema todavía más grave y preocupante, dado que perpetúa -no obstante la 
solución ofrecida- los inconvenientes de que adolecía el sistema anterior, al permitir la comuni-
cabilidad de los datos y demás circunstancias obtenidas en la fase de investigación al procedi-
miento sancionador. 
4 Se sigue en este punto nuestra exposición en: RIBES RIBES, Aurora: Aspectos procedimentales del delito de 
defraudación tributaria, lustel, Madrid, 2007, pp.72-87. 
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Jiepasando brevemente la evolución operada al respecto, conviene recordar, en primer término, 
la primacía del deber de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas como límite de los 
derechos fundamentales, por la que vino a abogar el TC en sus Sentencias 110/1984, de 26 de 
noviembre y 76/1990, de 26 de abril. Con arreglo al Fundamento jurídico tercero de este último 
pronunciamiento, "para los ciudadanos este deber constitucional implica, ( ... ), una situación 
de sujeción y de colaboración con la Administración Tributaria en orden al sostenimiento de 
los gastos públicos cuyo indiscutible y esencial interés público justifica la imposición de limi-
taciones legales al ejercicio de los derechos individuales( ... )". Así las cosas, el TC reconoce la 
plena vigencia del derecho a no autoinculparse en el desarrollo del procedimiento sancionador 
tributario, negándola empero cuando del procedimiento de comprobación se trata, en cuyo seno 
otorga prevalencia al deber de contribuir, en el que fundamenta la obligación de los contribuyen-
tes de colaborar con la Administración mediante el suministro de información con trascendencia 
tributaria. El mismo criterio. adopta el TS en su Sentencia de 23 de octubre de 1990, al conside-
rar que el requerimiento de documentos por la Inspección "no significa que los datos o hechos 
que reconozca el obligado tributario, o los informes que proporcione sobre sus actividades, 
impliquen que se confiese culpable de algo o que se le obligue a declarar contra sí mismo en 
los términos del art. 24 de la Constitución, sino simplemente que se está dando efectividad a un 
deber jurídico respaldado por el art. 31 ( ... )". 
Numerosas voces críticas se alzaron ya entonces contra la doctrina establecida por el TC al 
hilo de los referidos pronunciamientos, afirmándose incluso por Sánchez Serrano que con los 
postulados mantenidos en dicho Fundamento jurídico se rebajaba a los españoles a la condición 
de súbditos fiscales, lo que sin duda se reputa "un ataque frontal a la esencia del Estado de 
Derecho"5.Desde nuestro punto de vista, la principal deficiencia en la que incurrió el Alto Tribu-
nal fue omitir la respuesta al interrogante clave en este punto, a saber, la posible utilización o no 
de tales datos incriminatorios en el posterior procedimiento sancionador, administrativo o penal, 
que corresponda incoar según los casos. 
La jurisprudencia emanada del TEDH sobre la virtualidad del artículo 6 CEDH6 en el ámbito de 
los procedimientos tributarios y, singularmente, en los de imposición de sanciones, contribuyó 
a reabrir de nuevo la cuestión, atendida la obligación que impone el artículo 1 O de nuestra Carta 
Magna de interpretar las normas relativas a los derechos y libertades fundamentales de confor-
midad con los tratados y acuerdos internacionales sobre tales materias ratificados por España, 
5 SÁNCHEZ SERRANO, Luis: Los españoles, ¿súbditos fiscales? (1), en Impuestos no 8, 1992, pp.20 y ss. 
6 El tenor literal del articulo 6 CEDH reza como sigue: "1. Toda persona tiene derecho a que su causa sea juzgada 
de forma equitativa, públicamente y en un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial establecido 
por la ley, que decidirá tanto sobre cuestiones de sus derechos y obligaciones de carácter civil, como sobre el 
fundamento de toda acusación penal dirigida contra ella. 2. Toda persona acusada de una infracción se presume 
inocente hasta que su culpabilidad se establezca de acuerdo con la ley". 
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entre los que se encuentra el citado Convenio europeo. Despejada la duda7 de si el artículo 6 
CEDH albergaba o no el derecho a la no autoinculpación, mediante la Sentencia de 25 de febrero 
de 1993 recaída en el Asunto Funke contra Francia, el Tribunal de Estrasburgo vino a precisar 
además que el contenido del mismo no se circunscribe a las manifestaciones de voluntad 0 in-
criminatorias, sino que, a mayor abundamiento, impide también que bajo la amenaza de sanción 
se constriña al sujeto a entregar todo tipo de pruebas, documentos (incluidos los contables), etc. 
El reconocimiento del derecho a no declarar contra sí mismo, no sólo respecto a todo acusado 
en materia penal, sino también respecto al contribuyente incurso en un procedimiento adminis-
trativo sancionador de naturaleza tributaria8, fue admitido igualmente por el TEDH con ocasion 
del Asunto Bendenoun contra Francia (Sentencia de 24 de febrero de 1994). 
Avanzando un paso más, cabe advertir cómo la paralela evolución de la jurisprudencia del TC 
español y de la Corte europea se detiene en este punto, bien entendido que frente a la negativa 
del primero en esta sede, el Tribunal de Estrasburgo propende a extender indirectamente la 
aplicación del derecho que nos ocupa a la fase de comprobación tributaria, declarando la im-
posibilidad de utilizar a efectos penales o sancionadores los antécedentes y pruebas obtenidos 
coercitivamente en el previo procedimiento inspector. En efecto, a través de su Sentencia de 17 
de diciembre de 1996, dictada en el Asunto Saunders contra Reino Unido, el TEDH concreta 
perfectamente el alcance de este derecho en los procédimientos tributarios, pues, si bien no 
proclama su total. operatividad en relación con las actuaciones inspectoras y de investígación 
-sabedor del consiguiente conflicto que ello generaría entre el derecho a la no autoinculpa-
ción y el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos-, sí viene a señalar que el 
mencionado derecho prohíbe tajantemente que la información obtenida de manera coactiva del 
sujeto pasivo pueda utilizarse como prueba de la comisión de infracciones en un procedimiento 
sancionador tributario posterior. 
7 A la incertidumbre inicial contribuyó, sin duda, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, al declarar 
en el Asunto Orkem contra la Comisión (Sentencia de 18 de octubre de 1989, C-37 4/87) que ni del texto del 
artículo 6 CEDH ni de la jurisprudencia del TEDH se desprendía aquel derecho. 
8 Tras las Sentencias del TEDH en los Asuntos Funke y Bendenoun, Frommel vino a concretar el contenido del 
derecho a no declarar contra sí mismo en los nueve postulados siguientes: 1. Ampara tanto a personas físicas 
como a personas jurídicas; 2. Puede ser invocado no sólo por un acusado -una vez ha sido procesado por 
un delito- sino también durante las investigaciones preliminares en los que todavía tiene la consideración de 
sospechoso; 3. Resulta ejercitable tanto en procesos penales como en cualquier otro procedimiento que pueda 
conducir a la imposición de sanciones o multas, incluyendo, entre otras, investigaciones relacionadas con la ley 
de competencia e investigaciones por autoridades tributarias o aduaneras; 4. Puede ser invocado no sólo para 
evitar autoincriminarse sino también para evitar la inculpación de otros; 5. Comprende el derecho a negarse a 
proporcionar cualquier información, incluida la contenida en documentos; 6. Cuando el sospechoso o el acu-
sado ejercita este derecho, las autoridades no pueden adoptar medidas para obligarle a revelar información; 7. 
El ejercicio del derecho a no declarar no implica, por sí solo, una presunción o confesión de culpabilidad; 8. El 
interesado ha de ser informado lo antes posible sobre su derecho a no autoincriminarse; 9. Cabe la renuncia 
del derecho a no declarar contra sí mismo por parte de su titular. FRQMMEL, Stefan N.: El Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos y el derecho del acusado a no declarar: ¿puede ser invocado por los contribuyentes?, en 
Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pública vol.45, no 236, 1995, pp.511 y 512. 
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Nos adscribimos sin reservas a la posición garantista defendida por el TEDH, sobre todo si se 
. observa que lo contrario -el no vedar el empleo de aquel material en el procedimiento sanciona-
dor- significaría, en realidad, impedir el ejercicio del derecho a no autoinculparse en el curso de 
este último procedimiento, que es donde verdaderamente está llamado a desplegar su eficacia. 
Las Sentencias de 19 de septiembre de 2000, 3 de mayo de 2001 y 27 de abril de 2004, recaí-
das en el Asunto I.J.L., G.M.R. y A. K. P. contra Reino Unido, en el Asunto J.B. contra Suiza y en 
el Asunto Kansas contra Reino Unido, respectivamente, han venido a consolidar esta línea de 
pensamiento9, hacia la cual debería orientarse nuestro TC, dada la pertenencia de España a la 
Unión Europea y la condición de firmante de nuestro país en el CEDH. 
Retomando el iter de la discusión a nivel interno, algunos autores10 creyeron entrever en la se-
paración de los procedimientos de comprobación y de imposición de sanciones tributarias un 
inicio de solución al dilema planteado, confiando en que la tramitación independiente y a través 
de órganos diferenciados de estas dos fases permitiría cohonestar finalmente el deber de con-
. tribuir que preside las actuaciones de obtención de información durante la fase de investigación 
y el derecho constitucional a no declarar contra sí mismo, cuya virtualidad se proyecta de modo 
incuestionable en el proceso sancionador. La promulgación de la ya derogada LDGC vino a 
frustrar, sin embargo, las expectativas de aquel sector doctrinal en la medida en que, si bien se 
diseñó la anhelada separación de procedimientos (proclamada hoy en el artículo 208.1 LG1), tal 
medida-deviene ineficaz a los efectos pretendidos, toda vez que su artículo 34.2 contemplaba 
la incorporación formal de los datos y circunstancias obrantes en poder de la Administración 
-como resultado de su previa actividad inspectora- al expediente sancionador, sin más requisito 
que el temporal, al limitarse a exigir que tal comunicación se produjera antes del trámite de au-
diencia al interesado 11 , por entender el legislador que ése era el momento a partir del cual opera-
ba el derecho a la no autoincriminación. Derogada la LDGC, la cuestión permanece sin clarificar 
en el texto de la LGT, por lo que todo dependerá de la interpretación y aplicación jurisprudencia! 
que se otorgue a esta doctrina de la "incorporación formal". 
9 Sobre estos últimos pronunciamientos véanse: LUNA RODR[GUEZ, Rafael: Consolidación de la jurisprudencia 
del Tribunal de Estrasburgo sobre el derecho a no autoincriminarse en los procedimientos tributarios, en Quin-
cena·Fiscal no 1, 2002, pp.41-45; SÁNCHEZ AYUSO, Isabel: El derecho a no autoinculparse: trascendencia 
práctica de la Sentencia JB contra Suiza (TEDH 2001, 322) del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en 
Temas tributarios de actualidad (AEDAF), abril 2002, p.36. Adviértase, con todo, que estas últimas resoluciones 
constriñen en cierta medida la virtualidad del derecho analizado, pues reconocen que el mismo no ampara el de-
recho a no aportar datos que tengan una existencia independiente de la voluntad del sujeto al que se le solicitan. 
10 ESEVERRI MARTfNEZ, Ernesto: Procedimiento de liquidación tributaria y procedimiento sancionador tributario, 
en Técnica Tributaria (1° 28, 1995, p.82; SOLER ROCH, Maria Teresa: Deberes tributarios y derechos humanos, 
en Técnica Tributaria no 30, 1995, p.114. · 
11 El artículo 34.2 LDGC disponía lo siguiente: "Cuando en el procedimiento sancionador vayan a ser tenidos en 
cuenta datos, pruebas o circunstancias que obren o hayan sido obtenidos en el expediente instruido en las ac-
tuaciones de comprobación o investigación de la situación tributaria del sujeto infractor o responsable, aquéllos 
deberán incorporarse formalmente al expediente sancionador antes del trámite de audiencia correspondiente a 
este último". 
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Evidentemente, la solución ofrecida resulta insatisfactoria, pues, como ha puesto de relieve Lago 
Montero, "si el procedimiento inspector confluye con el procedimiento sancionador, de nada 
vale predicar el derecho a no autoinculparse en el segundo pero no en el primero, dado que am-
bos caminan entrelazados"12. Partiendo de este status qua, no han faltado quienes propugnan la 
vige'ncia del derecho a no autoincriminarse en la propia fase de gestión y comprobación tributa-
ria, a la luz del peso específico que los datos y circunstancias facilitados a la Administración en 
ese momento adquieren posteriormente, al integrar el material incriminatorio en base al cual se 
actúa el procedimiento sancionador. La citada tesis resulta inviable, no obstante, conforme a lo 
dispuesto en el marco legal tributario en vigor, artículos 184.2 y 203:1.a) LGT, que contemplan, 
respectivamente, la ocultación de datos como criterio para calificar las infracciones en leves, 
graves o muy graves, y la infracción grave consistente en no facilitar datos de trascendencia 
tributaria. 
Recapitulando, la articulación de una solución conciliadora del deber de contribuir al soste-
nimiento de los gastos públicos -concretado aquí en la obligación de declarar- y del derecho 
constitucional a no autoinculparse supone todavía hoy una cuestión pendiente, como prueba 
el hecho de que, aunque según el artículo 208.1 LGT y los artículos 21 y siguientes del Real 
Decreto 2063/2004, ambos procedimientos se tramiten de forma separada, los datos obtenidos 
en el procedimiento inspector son utilizables con posterioridad en el de carácter sancionador, 
vaciándose absolutamente de contenido el derecho a no declarar contra sí mismo susceptible 
de ser ejercitado en este último. 
A la vista de las consideraciones expuestas, nos mostramos proclives a una modificación legis-
lativa que viniera a consagrar una incomunicación total de datos entre uno y otro procedimiento, 
de tal forma que en el primero se actuaría eficazmente el deber de colaborar-contribuir, mientras 
que en el procedimiento sancionador se salvaguardaría el derecho a no autoinculparse13• Esta 
propuesta de solución, cuyo mérito corresponde a Falcón y Tella14 , presenta la importante ven-
12 LAGO MONTERO, José María: Procedimiento sancionador separado del procedimiento de liquidación tributario. 
Reflexiones sobre el derecho a no autoinculparse, en: WAA: XIX Jornadas Latino-Americanas de Diréito Tribu-
tario, Livro 2, A Criminalizac;:ao das infracgoes fiscais, Instituto Latinoamericano de Derecho Tributario, Lisboa 
(Portugal), 1998, p.343. 
13 En esta dirección, entre otros: AGUALLO AVILÉS, Ángel y GARCÍA BERRO, Florián: Deber de colaborar con la 
Administración Tributaria y derecho a no autoincriminarse: un conflicto aparente, en: El Asesor fiscal ante el nue-
vo siglo, AEDAF, Madrid, 2000, pp.95 y ss; RAMÍREZ GÓMEZ, Salvador: Principios constitucionales que rigen la 
potestad sancionadora tributaria, eh Civitas Revista Española de Derecho Financiero n° 109-11 O, 2001, p.216. 
14 FALCÓN y TELLA, Ramón: Un giro trascendental en la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo con incidencia 
inmediata en el procedimiento inspector: el derecho a no declarar, en Quincena Fiscal no 22, 1995, p.1 O. En 
contra, sin embargo, LAGO MONTERO, que pone de manifiesto Jos inconvenientes de tal solución en orden a su 
practicabilidad: "¿Realmente cabe esperar de Jos funcionarios liquidadores y sancionadores, por muy separa-
dos que estén, que no utilicen Jos conocimi.entos adquiridos en el procedimiento inspector para 'avanzar' en la 
instrucción y resolución del procedimiento sancionador?". A su juicio, esta solución exige un esfuerzo probatorio 
ex novo a Jos funcionarios competentes, Jo que conducirá probablemente, bien a la imposición de sanciones 
l. : 
1114108·'·V·ICiolnglrelsoiTiriblultarliollllllllllllllllllllllllllllllllllllllll.l. 
Aurora Ribes Ribes 
--~~--------------
· taja de aunar tanto la doctrina del TC en la materia cuanto la reciente jurisprudencia del TEDH, 
siendo igualmente respetuosa con la legalidad imperante, en base a todo lo cual no puede sino 
predicarse su mayor adecuación en comparación con las restantes soluciones doctrinales1s ofre-
cidas y, en particular, con la pretendida extensión del derecho estudiado a la fase inspectora16. 
Especial atención merece la solución ensayada por Lago Montero, quien no duda en conferir 
primacía al derecho a no autoinculparse frente al deber de contribuir, argumentando su carácter 
con pruebas endebles o bien al abandono de la potestad sancionadora. El primer supuesto será, obviamente, 
susceptible de anulación a través del pertinente recurso por falta de prueba, si bien ello traslada la carga de 
accionar al contribuyente, que tendrá que recurrir una sanción impuesta sin pruebas bastantes de su culpabili-
dad y, cuando menos, soportar el desarrollo de un proceso caro y lento, del que en otro caso no hubiera tenido 
necesidad alguna .. LAGO MONTERO, José María: Procedimiento sancionador separado( ... ). Ob.cit. pp.350 y 
351. Desde un punto de vista crítico, asimismo, PALAO TABOADA opserva que la tesis de la incomunicabilidad 
total de los procedimientos "supondría la supresión de hecho de las sanciones administrativas tributarias, lo cual 
no parece compatible con la aplicación efectiva de las leyes fiscales". PALAO TABOADA, Carlos: Lo 'blando' y lo 
'duro' del Proyecto de Ley de Derechos y Garantías del Contribuyente, en Revista de contabilidad y tributación 
n° 171, 1997, p.29. 
15 Entre ellas destaca, especialmente, la propuesta interpretativa de la separación de procedimientos realizada por 
JUAN LOZANO, que estima válida la incorporación al expediente sancionador de las pruebas obtenidas en fase 
inspectora, dado que aquéllas tienen un mero valor de notitia criminis, debiendo el órgano sancionador aportar 
en el correspondiente proceso ulterior la prueba de cargo sobre la culpabilidad del infractor. JUAN LOZANO, 
Ana: Articulación entre procedimientos de iiquidación y sancionadores tributarios, en Revista de contabilidad y 
tributación no 173-1'7 4, 1997, pp.44 y 45, donde muestra, por otra parte, su escepticismo respecto a la tesis de 
la absoluta incomunicación entre ambos procedimientos. 
16 Aparte de la tesis preconizada por COLLADO YURRITA, a la que ya nos referimos, PALA O TABOADA sugiere una 
construcción similar a fin de resolver el dilema planteado que, con apoyo en la Ordenanza Tributaria alemana, 
podría sintetizarse en los siguientes puntos: "a) Subsistencia de los deberes de colaboración en el procedimiento 
de liquidación; b) Posibilidad de utilizar sin restricciones como datos objetivos en el procedimiento sancionador 
los elementos de hecho fijados en el procedimiento de liquidación; entre ambos procedimientos debe existir 
una total permeabilidad; e) El deber de colaboración en el procedimiento de liquidación debe cesar( ... ) desde el 
momento en que surja el riesgo de incriminación. Como la apreciación de esta circunstancia no puede quedar 
a la decisión del órgano administrativo, el contribuyente podrá rehusar en cualquier momento su colaboración; 
d) En el momento en que en el procedimiento de liquidación aparezcan indicios de infracción o delito ( ... )el con-
tribuyente debe ser advertido de su derecho a no colaborar". PALAO TABOADA, Carlos: Lo 'blando'( ... ). Ob.cit. 
pp.31-34. Sin perjuicio del significativo valor que cabe atribuir a esta: última tesis, dado su esfuerzo por conciliar 
los términos en conflicto, su puesta en práctica suscita algunas dificultades, reseñadas por LAGO MONTERO, 
que sin duda disminuyen sú operatividad. 
En palabras de este último autor: "El postulado e) en su aplicación diaria, lleva consigo el peligro de ahogar 
al postulado a)", ya que si la apreciación de cuándo surge el riesgo de incriminación se deja al contribuyente, 
no resulta diffcil imaginar la alegación por éste del derecho a no declarar contra sí mismo como argucia para 
obstaculizar las tareas de inspección y, por otro lado, algo semejante ocurre entre los postulados by d, es decir, 
partiendo de que la Administración ha de informar al interesado de la existencia de indicios de delito en cuanto 
éstos aparezcan, bien entendido que las pruebas practicadas sin mediar tal comunicación son nulas (artículo 
11 LOPJ), surge el problema de cómo saber si el contribuyente ha sido advertido a tiempo de su derecho a no 
colaborar. LAGO MONTERO, José María: Procedimiento sancionador separado ( ... ). Ob.cit. p.352. Entre los 
partidarios de concretar el alcance del derecho a la no autoinculpación, en el derecho del inspeccionado a ne-
garse a aportar cualquier información con trascendencia tributaria que pudiera resultar incriminatoria: HERRERA 
MOLINA, Pedro Manuel: Los derechos a guardar silencio y a no declarar contra sí mismo en el procedimiento 
inspector, en Impuestos no 15-16, 1997, pp.145 y ss. 
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de derecho fundamental y la mayor protección que, en su opinión, otorga la CE a este derecho. 
Sin perjuicio de su.indudable valor doctrinal, consideramos que la desmesurada ampliación del 
derecho a no declarar contra sí mismo que dicha tesis supone, comporta el riesgo de hacer 
imposible el desarrollo de la función tributaria, pues con la simple alegación de tal derecho en 
la fase investigadora, los contribuyentes terminarían negándose sistemáticamente a cualquier 
colaboración, imposibilitando en grado sumo el efectivo cumplimiento del deber de contribuir. 
Por otra parte, conviene no olvidar que la traslación con matices de los principios y garantías que 
presiden el Derecho Penal al ámbito administrativo no se efectúa de modo general e indiscrimi-
nado a todos y cualesquiera procedimientos administrativos, sino únicamente a los de carácter 
sancionador, como ha puntualizado nuestro TC, lo que nos lleva a discrepar de la pretendida 
extensión de aquel derecho a la fase de comprobación tributaria a favor de la cual se posiciona 
esta última construcción doctrinal carente, empero, de cualquier respaldo jurisprudencia!. 
La búsqueda de un punto de equilibrio entre los deberes tributarios y los derechos individuales 
no goza, como hemos comprobado, de una solución fácil y pacífica, seguramente porque dicho 
equilibrio nunca puede alcanzarse, en buena lógica, exacerbando en medida tal uno de los 
elementos en conflicto que el otro quede totalmente anulado. En conclusión, los tributos han 
de ser aplicados a través de un procedimiento administrativo con garantías, pero efectivamente 
aplicados, y ésta es una cuestión que conviene tener siempre pr!3sente. 
3. El derecho a no autoinculparse en el proceso por delito fiscal: la 
jurisprudencia norteámericana 
Centrándonos por último en el ámbito del proceso por delito de defraudación tributaria, al que 
resultan plenamente extrapolables las consideraciones expuestas, sostenemos la imposibilidad de 
tener en cuenta durante el proceso judicial la información obtenida coercitivamente del contribu-
yente en la fase inspectora, debiendo eliminarse del informe correspondiente en el que se hacen 
constar los resultados de las actuaciones practicadas todos aquellos datos derivados de la cpn-
fesión o aportación de pruebas por parte del obligado tributario bajo la amenaza de una sanción. 
Desde nuestra perspectiva, dicha información sólo podría fwndamentar una sanción -ya sea de 
naturaleza administrativa o penal-, en caso de que no se haya obtenido de forma coercitiva17 del 
17 SANZ DfAZ-PAlACIOS, José Alberto: Derecho a no autoinculparse y delitos contra la Hacienda Pública, Colex-
UCLM, Madrid, 2004, pp.260 y 261, donde afirma que con respecto a la "fase preprocesa! en sí misma y a la 
instrucción propiamente dicha del procedimiento sancionador( ... }, entendemos que el problema del carácter vo-
luntario o coactivo de la aportación quedaría solventado adecuadamente, si se advirtiera al sujeto inspeccionado 
de su derecho a no declarar contra sí mismo y del contenido de ese derecho, al iniciarse la fase preprocesa! o el 
procedimiento tributario sancionador. Cabría considerar, pues, que el sujeto en cuestión actúa de motu propio 
cuando, en la instrucción del procedimiento sancionador o en· el transcurso del contraste y la averiguación de la 
fase preprocesa!, suministra materiales cuya existencia depende de su voluntad. Con dicha notificación quedaría 
constancia formal de que conoce su derecho a dejar de aportar este tipo de materiales". 
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sujeto en cuestión, es decir, que haya sido proporcionada voluntariamente por éste, por terceras 
personas o bien descubierta por la Administración a resultas de sus actuaciones de compro-
bación e investigación . En definitiva, los eventuales elementos probatorios remitidos al órgano 
judicial y que, en principio, constituyen la única prueba documental que compone la causa, 
junto al citado informe, nunca podrán utilizarse para condenar penalmente si la entrega de tal 
información por el contribuyente se produjo bajo coacción debiendo, antes al contrario, acome-
terse las oportunas investigaciones por parte del juez instructor, a fin de proporcionar la prueba 
de cargo en virtud de la cual se demuestre, en su caso, ya en el proceso criminal, la culpabilidad 
del acusado por delito fiscal. 
En este contexto, el TC ha desaprovechado la oportunidad de pronunciarse sobre la cuestión 
a través de sus Sentencias 18/2005, de 1 de febrero y 68/2006, de 13 de marzo. Como apunta 
García Novoa18, "el TC elude cualquier consideración en torno al significado del derecho a no 
autoincriminarse: a si la documentación aportada por la sociedad es independiente o no de la 
voluntad del obligado tributario, a si la existE;Jncia de un tipo que califica como infracción la no 
aportación de esta documentación supone coacción constitutiva de autoincriminación o si este 
derecho a no autoincriminarse comprende el derecho a exigir que los documentos y manifesta-
ciones aportados a la Inspección no se utilicen para condenar al sujeto, o a que la condena no 
se base exclusivamente en los mismos. Todas estas cuestiones resultan preteridas, centrándose 
el Tribunal en el hecho de que la 'coaccionada' fue la sociedad y el condenado el consejero de la 
misma, por lo que no existiría lo que la Sentencia 18/2005 denomina, en el Fundamento jurídico 
primero, la necesaria identidad entre el compelido a la aportación y el imputado penalmente" . 
Aunque tal aportación coactiva de material incriminatorio pueda derivar en una sanción penal, no 
. a la sociedad, sino al administrador de ésta, concordamos con García Novoa en que tal circuns-
tancia no puede servir para eludir el análisis por parte del TC acerca de si ese uso incriminatorio 
del material conculca el derecho a la no autoinculpación. Más preocupante todavía, a nuestro 
juicio, se reputa el hecho de que no sólo no se proscribe jurisprudencialmente la condena por 
delitos contra la Hacienda Pública con base en informaciones aportadas coactivamente por 
los obligados tributarios en el procedimiento de inspección sino que, de manera sorprendente, 
dicha prohibición -proclamada por el TEDH- ha sido contradicha por algunos pronunciamientos 
en nuestro país, como es el caso de la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 1 O de 
abril de 2001 o la Sentencia de la Audiencia Provincial de Córdoba de 23 de julio de 2002. 
Abundando más en la cuestión, y en claro contraste tanto con la jurisprudencia española cuan-
to con la posición garantista propugnada por el TEDH, los Tribunales estadounidenses se hah 
18 GARC[A NOVOA, César: Una aproximación del Tribunal Constitucional al derecho a no autoinculparse ante la 
Inspección Tributaria en relación con los delitos contra la Hacienda Pública:, en Jurisprudencia Tributaria no 3, 
2005, p.9; MERINO JARA, Isaac: Autoinculpación y delitos contra la Hacienda Pública, en Jurisprudencia Tribu-
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replanteado incluso la aplicación de las garantías penales y, singularmente, del derecho a no 
declarar contra sí mismo, cuando nos hallamos ante procesos por delito fiscaP9• La trascenden-
cia fundamental que reviste el derecho examinado en los Esta?os Unidos (en adelante, EEUU) 
es incuestionable, constituyendo una de las garantías más conocidas y debatidas de la libertad 
personal que figura en la Declaración de derechos de la Constitución de los EEUU, a la que fue 
incorporada como derecho a través de la Quinta Enmienda. 
En particular, el derecho a no autoinculparse ha sido objeto de un arduo debate en numerosas 
decisiones tanto del TS de EEUU como de otros Altos Tribunales del país, inclinándose parte de 
la jurisprudencia norteamericana por la conveniencia de otorgar un ámbito de protección distinto 
según el tipo de delito de que se trate. Si el campo de aplicación del derecho analizado estaba 
ya sometido a variación en función del Circuit correspondiente, en el Asunto United States v. 
Troescher el District Court for the Central Disctrict of California basó su decisión en la regla 
adoptada en el Ninth Circuit2°, en virtud de la cual el privilegio al que alude la Quinta Enmienda 
sólo protege al contribuyente de su propia autoincriminación si el riesgo de ser procesado lo es 
en relación con un delito no fiscal. 
A diferencia del criterio garantista defendido por el TEDH, que extiende la cobertura de tal derecho 
frente a la posibilidad de cualquier proceso con independencia del tipo de delito en cuestión, esta 
línea jurisprudencia! aboga por distinguir entre delitos no fiscales (non-tax crimes), respecto de los 
cuales se aplicaría en todo caso la Quinta Enmienda, y delitos fiscales (tax crimes) que, en con-
secuencia, quedarían fuera del ámbito de protección del citado derecho. Ante la irrupción de este 
innovador criterio, dos son los interrogantes que surgen de inmediato. El primero exigiría clarificar 
si dicha distinción se encuentra válidamente justificada, para lo cual se ha de acudir al significado 
inherente a la Quinta Enmienda. En este sentido, tal y como se ha reconocido de manera reiterada, 
la Quinta Enmienda constituye un privilegio frente a la autoinculpación impuesta o compelida; per-
mite al ciudadanó crear una zona de privacidad que el Gobierno no puede forzarle a desvelar en 
su detrimento. De acuerdo con ello, estimamos inaceptable la drástica reducción que, por lo que 
concierne al objeto de protección de la Quinta Enmienda, ha efectuado el Ninth Circuit respecto 
a los delitos fiscales. Además, en la hipótesis de que se aplicara tan indiscriminada y amplia ex-
cepción, ésta resultaría inconsistente a la luz de la línea jurisprudencia! seguida en otros Circuitos. 
19 Véase, sobre el tema: FELDMAN, Eric N.: Tax and Non-Tax Crimes in Fifth Amendment Protection, en The Tax 
Lawyer vol.49, n °4, 1996, pp.961-970; RIBES RIBES, Aurora: El derecho a no declarar contra sí mismo en el 
ámbito penal tributario: reflexiones a la luz de la jurisprudencia norteamericana, en Civitas Revista Española de 
Derecho Financiero n° 105,2000, pp.105-119. 
20 Los EEUU se hallan divididos en trece demarcaciones territoriales en las que, y en cada una de las cuales, reside 
un Tribuna·! Federal de Apelación o segunda instancia, con competencia exclusiva limitada a la demarcación en 
la que se extiende su jurisdicción. Cada uno de los Tribunales descritos se denomina Circuit, encontrándose la 
mayoría numerados del .uno al once, y recibiendo los otros el nombre propio de 'Tribunal de Apelación para el 
Distrito de Columbia' (Court of Appeals for the District of Columbia) y de 'Tribunal de Apelación para el Circuito 
Federal' (Court of Appeals for the Federal Circuit). 
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Huelga subrayar, por último, que la especificidad de los delitos contra la Hacienda Pública en 
ningún caso implica un ámbito de protección distinto, o menor, respecto de Jos derechos reco-
gidos en el artículo 24.2 CE, motivo por el cual nunca sería extrapolable a nuestro país la línea 
jurisprudencia! norteamericana, habida cuenta de la violación que ello supondría del citado pre-
cepto constitucional, que no distingue entre unos y otros delitos. 
II. El principio non bis in idem en materia tributaria 
1. La doctrina constitucional sobre su doble vertiente material y procesal 
Incuestionable relevancia en los procedimientos tributarios encierra, por lo que concierne se-
ñaladamente al procedimiento administrativo sancionador en relación con el proceso por delito 
fiscal, el principio non bis in idemlne bis in ídem. A pesar de no encontrarse expresamente for-
mulado en ningún precepto de nuestra Constitución, el consenso doctrinal y jurisprudencia! al 
respecto lo ha elevado al rango de principio, incluso constitucional, entendiéndose íntimamente 
ligado a los principios de legalidad y tipicidad de las infracciones consagrados en el artículo 25 
de. nuestra Carta Magna, tal y como reconoce el TC en su Sentencia 2/1981, de 30 de enero. El 
principio non bis in ídem alberga, así las cosas, un doble significado, al proyectar sus efectos 
tanto en el ámbito material como en el terreno procesal, siendo trascendentales las consecuen-
cias que del mismo cabe extraer en el tema que nos ocupa. 
Con arreglo a su primera manifestación21 , se prohíbe~a duplicidad de sanciones, administrativa y 
penal, siempre y cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento en la imposición de 
las mismas. Nótese, en este sentido, los límites· a los que queda condicionada la operatividad 
del principio, recogidos asimismo en el artículo 133 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
no sólo por lo que a la dicotomía sanción administrativa-sanción penal se refiere, sino atinente 
también a una doble sanción de índole administrativa. 
Con todci, es su trasfondo procesal el que mayor interés ha concentrado, tratándose de un 
delito fiscal, máxime si se tiene en cuenta que el principio non bis in ídem viene a informar las 
rel¡;¡ciones que entre la Administración Tributaria y el órgano judicial tengan lugar, con motivo de 
las actuaciones desarrolladas para su persecución. La caracterización y definición de las líneas 
maestras del non bis in ídem procesal fueron pergeñadas por el TC en su Sentencia de 3-octu-
bre-1983, en cuyo Fundamento jurídico tercero se declaraba que "la subordinación de los actos 
21 Altamente significativo es el Fundamento jurídico cuarto de la STC 2/1981, de 30 de enero, que reproducimos a 
continuación: "El principio general del Derecho conocido por non bis in idem supone, en una de sus más cono-
cidas manifestaciones, que no recaiga duplicidad de sanciones -administrativa y penal- en los casos en que se 
aprecie la fdentidad del sujeto, hecho y fundamento sin existencia dé una relación de supremacía especial de la 
Administración -relación de funcionario, servicio público, concesionario, etc.- que justificase el ejercicio <;!el ius 
puniendi por los Tribunales y a su vez de la potestad sancionadora de la Administración ( ... )". 
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de la Administración de imposición de sanciones a la autoridad judicial exige que la colisión 
entre una actuación jurisdiccional y una actuación administrativa haya de resolverse a favor de 
la primera". Pronunciamientos posterióres, como la STC 2/2003, de 16 de marzo (Fundamento 
jurídico tercero), han venido a reforzar el citado planteamiento. 
De conformidad con la sentencia mencionada, los estudiosos en la materia han destacado las 
siguientes consecuencias del principio non bis in ídem en esta vertiente: 1. El necesario control 
a posteriori por parte de la autoridad judicial de los actos administrativos, mediante el oportuno 
recurso; 2. La imposibilidad de que los órganos de la Administración lleven a cabo procedimien-
tos sancionadores en aquellos casos en que los hechos pudieran ser constitutivos de delito o 
falta, según el CP o las leyes penales especiales, mientras el juez penal no se haya pronunciado 
sobre ellos; 3. La necesidad de respetar la cosa juzgada. 
Ahondando todavía más en la cuestión22, el Alto Tribunal ha venido a enmarcar el aspecto 
procesal del principio. non bis in ídem no sólo en el artículo 25.1 CE, sino también dentro. de 
la presunción de inocencia del artículo 24.2 del mismo texto constitucional, al declarar en su 
Sentencia de 27 -noviembre-1985 que: "no se puede por autoridades .del mismo orden y a tra-
vés de procedimientos distintos, sancionar repetidamente la misma conducta, pues, semejan-
te posibilidad entrañaría, en efecto, una inadmisible reiteración en el ejercicio del ius puniendi 
del Estado" y, al mismo tiempo, una clara contradicción con el derecho a la presunción de 
inocencia, bien entendido que la coexistencia de dos procedimientos sancionadores respecto 
de un determinado ilícito deja abierta la posibilidad, a todas luces contraria al contenido de 
aquel derecho, de que unos mismos hechos, sucesiva o simultáneamente, existan y dejen de 
existir para los órganos dei Estado. 
En este orden de ideas, los artículos 180.1 LGT y 32 del Real Decreto 2063/2004, de 15 de 
octubre, por el que se aprueba el Reglamento general del régimen sancionador tributario (en 
adelante, RGRSl) representan la plasmación efectiva del non bis in ídem procesal en los casos 
de posibles delitos contra la Hacienda Pública, imponiendo el cese de toda actuación adminis- . 
trativa y el consiguiente traslado del expediente a la jurisdicción criminal cuando se aprecien 
indicios de delito. La preeminencia otorgada a la función penal en estos supuestos se manifiesta 
a través de la obligación de la Administración Tributaria de abstenerse de seguir el procedimiento 
sancionador por los mismos hechos, mientras la autoridad judicial no dicte sentencia o auto de 
sobreseimiento firmes. 
22 El TC ha tenido .oportunidad de pronunciarse sobre la doble funcionalidad material y procesal del non bis in 
idem en numerosas ocasiones, entre las que destacan sus Sentencias de 30-enero-19S1, 3-octubre-19S3, 21-
mayo-19S4, 27-noviembre-19S5, 14-febrero, 23-mayo y S-julio de 19S6, 19-febrero-19S7, 1-julio-19S9, 15-oc-
tubre-1990, 4-julio y 1 O-diciembre de 1991, 4-diciembre-1997, 12-enero y 15-junio de 199S. De igual forma, 
_las Sentencias del TS de 6-mayo-19S7, 23-marzo-1990, 5-julio y S-octubre de 1991, 31-julio y S-noviembre de 
199S y 13-febrero-1999, entre otras. Una recopilación de esta abundante jurisprudencia puede consultarse en: 
QUERALT JIMÉNEZ, Joan Josep: El principio non bis in idem, Tecnos, Madrid, 1992. 
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Adviértase que esta suspensión no sólo se predica del procedimiento sancionador que se es-
tuviera tramitando, sino también respecto del procedimiento de comprobación o inspección 
de que se trate, tal y como se deriva del artículo 32.5 RGRST. Cabe exceptuar de este aspecto 
procedimental, sin embargo, al delito contable (artículo 31 O CP), pues el artículo 33 RGRST 
permite que en este caso pueda continuarse el procedimiento de comprobación o inspección 
y dictarse la liquidación que proceda, sin que pueda iniciarse o continuarse, por el contrario, el 
procedimiento sancionador por los mismos hechos que motivan la remisión del expediente a la 
jurisdicción penal. En lo demás, se aplicará también para es~e último supuesto23 la regulación 
prevista en el artículo 32 RGRST. 
Dicha subordinación de las actuaciones administrativas al orden penal se pone de relieve,• asi-
mismo, al disponer aquellos preceptos que una vez recaída sentencia absolutoria, la Administra-
ción continuará el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan decla- · 
rado probados; esto es, la Administración en su actuación a posteriori ha de respetar siempre el 
planteamiento fáctico establecido por aquéllos, como ha venido a reiterar el TS en su Sentencia 
de 23 de julio de 1998. 
Cuestión distinta y de indudable importancia es la solución a adoptar en la hipótesis de que 
el proceso penal se inicie con posterioridad a la imposición de una sanción administrativa por 
infracción tributaria respecto a los mismos hechos. A juicio de algunos autores, cuya opinión 
compartimos, la previa sanción administrativa no debería suponer un obstáculo al ejercicio de la 
acción penal contra el obligado tributario, si ulteriormente se entiende que los hechos presentan 
trascendencia penai24• En efecto, los bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal poseen 
23 Tratándose de la apreciación de indicios delictivos relativos a los artículos 306 a 309 CP (frai.Jdes a las Comuni-
dades Europeas, a la Seguridad Social y fraude de subvenciones), la Administración Tributaria lo comunicará al 
órgano competente si bien, en el caso de subvenciones que deban ser comprobadas por la Agencia Tributaria sí 
se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 32 RGRST, al que nos referimos. Resulta, por tanto, que 
el procedimiento establecido en dicho precepto no se aplica respecto de todos Jos delitos contra la Hacienda 
Pública, sino únicamente respecto del delito fiscal y de los delitos regulados en los artículos 306 a 31 O, con las 
matizaciones expuestas. Tampoco será de aplicación el artículo 32 RGRST cuando se aprecien indicios del deli-
to de alzamiento de bienes y sea acreedora la Hacienda Pública, por estar este delito contemplado en el artículo 
257 del Código Penal, relativo a las insolvencias punibles. 
24 En esta dirección, TORRES FERNÁNDEZ, al criticar la STC 177/1999, de 11 de octubre, en virtud de la cual se 
estimó infringido el principio ne bis in ídem por parte de la Audiencia Provincial de Barcelona· que, a través de 
su sentencia de 2-octubre-1994, condenó por un delito contra el medio ambiente a un sujeto que ya había sido 
sancionado por tales actuaciones en vía administrativa. 
Según la citada autora, el fallo resulta desafortunado, dado que no asume la doctrina sentada por el TC sobre 
aquel principio sino que, antes al contrario, proclama la prevalencia de la resolución sancionadora dictada en 
primer lugar, desconociendo así el importante papel que juega el non bis in ídem en la ordenación de las relacio-
nes entre los poderes del Estado, de acuerdo con el texto constitucionai.·Se trae a colación, igualmente, el voto 
particular emitido por los magistrados Sr. Cruz Villalón -entonces Presidente del TC- y la Sra. Casas Baamonde 
·-ponente de la STC 2/2003, de 16 de enero, a la que nos referiremos más adelante-, donde se afirma que el 
desacertado entendimiento del TS en este punto "rompe la estructura básica del Estado de Derecho. configurado 
por nuestra Constitución". TORRES FERNÁNDEZ, María Elena: El principio non bis in ídem en la jurisprudencia 
k 415 
El derecho a no declarar contra sí mismo y el principio non bis in idem en materia tributaria 
una entidad superior, que permitiría rechazar un pretendido bloqueo de la acción de la justicia en 
base a la previa sanción administrativa. 
Consideramos desacertada, por tanto, la STS de 12 de mayo de 1986, en la que dicho Tribunal 
se significa a favor de la tesis contraria, estimando con APARICIO PÉREZ25 que el origen del non 
bis in. ídem no radica tanto en el hecho de que el poder punitivo del Estado es único e idéntico 
-todo lo cual es cierto-, sino más bien en la propia calificación jurídica de un hecho: o es infracción 
administrativa o es delito, pero no los dos al mismo tiempo26• De ello se desprende, en consecuen-
cia, que si el hecho fuera delito, no sería infracción y, lógicamente, el acto administrativo que lo 
calificó como tal debe ser revisado. En resumen, una eventual sentencia absolutoria conllevaría la 
subsistencia de las actuaciones administrativas, a no ser que existiera incompatibilidad entre los 
hechos declarados probados por ésta y los que sirvieron de base a aquellos actos de la Adminis-
tración, en cuyo caso habría de procederse a su revisión. El fallo condenatorio en causa penal sería 
absolutamente incompatible con la sanción administrativa impuesta, motivo por el cual no cabría 
sino la anulación de esta última27• Éste y no otro es, desde nuestro punto de vista, el espíritu de la 
jurisprudencia constitucional en su consagración del principio non bis in ídem. 
Esta interpretación ha sido respaldada recientemente por la STC 2/2003, de 16 de enero, en la 
que el Tribunal declara expresamente apartarse de la doctrina sentada con anterioridad respecto 
"a la competencia de este Tribunal para revisar el pronunciamiento de los órganos judiciales so-
bre la existencia de identidad como presupuesto de aplicación de la interdicción constitucional 
de incurrir en bis in ídem, ya sea sustantivo o procesal, pues la triple identidad delimita el con-
tenido del derecho fundamental (Fund.Jco. 5°); a la doctrina sobre la reiteración punitiva -bis-
constitucionalmente prohibida por el artículo 25.1 de la CE, considerando que la vulneración del 
derecho fundamental en su vertiente material requiere la efectiva reiteración sancion,adora y no 
basta la mera declaración de imposición de la sanción (Fund.Jco. 6°)". 
constitucional, en La Ley no 5070, 7 -junio-2000, p.3. Comparte el planteamiento del voto discrepante: RAMÍREZ 
GÓMEZ, Salvador: Principios constitucionales ( ... ). Ob.cit. p.203. Asimismo, QUINTERO OLIVARES, en opinión 
del cual la tesis sustentada por el TC en la referida sentencia "equivaldría a ceder de lacto a la Administración 
una capacidad de disposición acerca de cuándo puede y no puede actuar el sistema punitivo". QUINTERO 
OLIVARES, Gonzalo, MORALES PRATS, Fermín y PRATS CANUT, José Miguel: Curso de Derecho Penal. Parte 
General, Barcelona, 1996, p.47. · 
25 APARICIO PÉREZ, José: Algunas consideraciones sobre el delito fiscal, en Crónica Tributaria no 60, 1989, p.143. 
26 Tal y como viene a resaltar QUERALT JIMÉNEZ, "en realidad, el 'ne bis in idem' no es más que la manifestación 
más primera y genérica del principio democrático de proporcionalidad en sede del principio de legalidad". QUE-
RALT JIMÉNEZ, Joan Josep: 'Ne bis in idem': significados constitucionales, en: WAA: Política criminal y reforma 
penaL Homenaje a la memoria del Pro!. Dr. D. Juan del Rosal, Editoriales de Derecho Reunidas, Madrid, 1993, 
p.891. . 
27 Según TORRES FERNÁNDEZ, en tales casos procede que la Administración inste de oficio la declaración de 
nulidad de dicho acto ante los órganos competentes, por tratarse de un acto nulo conforme al artículo 62.1.a) 
de la Ley 30/1992, pudiendo instaría igualmente el propio interesado. TORRES FERNÁNDEZ, María Elena: El 
principio( ... )". Ob.cit. p.4. 
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Finalmente, conviene no olvidar que la remisión del expediente administrativo a la vía penal 
supone la interrupción de los plazos de prescripción para la práctica de las liquidaciones admi-
nistrativas y la imposición de sanciones que, en su caso, fueran oportunas. 
2. La reciente interpretación del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
sobre el non bis ídem en el ámbito tributario 
Con base en el artículo 4 del Protocolo n° 7 del CEDH28, el Tribunal de Estrasburgo se ha pro-
nunciado recientemente sobre la imposición de una sanción tributaria por parte de la: Adminis-
tración, con posterioridad a la sanción penal de los mismos hechos, considerando infringido el 
citado precepto, que impide enjuiciar y sancionar por segunda vez unos mismos hechos. 
Este pronunciamiento del TEDH, recaído en el Asunto Ruotsalainen v. Finlandia, contrasta con la 
jurisprudencia anterior en esta sede que, al menos en el Caso Ponsetti y Chesnel v. Francia, po-
sibilitó que una misma conducta integrara simultáneamente tanto un delito como una infracción 
tributaria, por lo que a la sanción administrativa siguió esta vez la penal. De conformidad con los · 
postulados enunciados en el epígrafe anterior y con nuestro entendimiento del principio non bis 
in ídem, no podemos sino discrepar de esta última interpretación. Desde nuestro prisma, si el 
juez penal estimara la existencia de un delito, la imposición de la sanción penal exigiría la anula-
ción de la previa sanción administrativa, es decir, la sustitución de una por otra, bien entendido 
que unos mismos hechos no pueden constituir a la vez infracción y delito en función de los órga-
nos que los enjuicien. Lo contrario implicaría una clara vulneración del principio non bis in ídem. 
Al hilo de la sentencia Ruotsalainen v. Finlandia de 16 de junio de 2009, es la situación inversa 
la que se plantea. Asistimos en este supuesto a la imposición de una sanción tributaria a un 
contribuyente ya sancionado en vía penal por los mismos hechos, en concreto, por la utiliza-
ción indebida de un carburante sujeto a una menor carga fiscal sin la debida información a la 
Hacienda Pública. Concordamos totalmente con el fallo del Tribunal de Estrasburgo que, con 
apoyo en el artículo 4 del Protocolo n° 7 del CEDH y los criterios establecidos en la sentencia 
"Engel", concluyó que la diferente calificación legal de las infracciones no puede justificar ni un . 
segundo enjuiciamiento administrativo, ni una segunda sanción después del enjuiciamiento y 
sanción penales. Así lo declara expresamente en los parágrafos 41 a 47 de la mencionada Sen-
tencia, al razonar sobre la naturaleza penal o no de las sanciones impuestas29: "41. El propósito 
28 El artículo 4 del Protocolo n° 7 del CEDH dispone lo siguiente: "1. Nadie podrá ser inculpado o sancionado 
penalmente por un órgano jurisdiccional del mismo Estado, por una infracción de la que ya hubiere sido anterior-
mente absuelto o condenado en virtud de sentencia definitiva conforme a la ley y al procedimiento penal de ese, 
Estado". · 
29 Se transcribe en este punto la traducción de los citados parágrafos realizada por: RUIZ ZAPATERO, Guillermo: 
El TEDH y el 'bis in ídem' en el ámbito tributario ('Ruotsalainen v. Finlandia'), en Quincena Fiscal n° 22, 2009, 
pp.41-43. 
S 
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del artículo 4.1 del Protocolo número 7 es prohibir la reiteración de procedimientos criminales 
que han concluido con una decisión final. En el caso bajo consideración dos sanciones fueron 
impuestas al recurrente en dos procedimientos consecutivos y distintos. El 26 de febrero de 
2001 el recurrente fue sancionado en un procedimiento sumario de naturaleza penal y el17 de 
septiembre de 2001 el recurrente fue sancionado con una multa en el procedimiento administra-
tivo. 42. El Tribunal reitera que la naturaleza legal del procedimiento con arreglo a la legislación 
nacional no puede ser el exclusivo criterio de relevancia para la aplicabilidad del principio non 
bis in idem bajo el artículo 4.1 del Protocolo número 7. ( ... )El término 'procedimiento penal' en 
el texto del artículo 4 de.l Protocolo. número 7 debe ser interpretado a la luz de los principios 
generales aplicables a los términos 'imputación criminal' y 'sanción' en los artículos 6 y 7 de la 
Convención, respectivamente ( ... ). 43. La jurisprudencia establecida por este Tribunal fija tres 
criterios, comúnmente conocidos como los 'criterios Engel', que deben ser considerados para 
determinar si hubo o no una imputación criminal. El primer criterio es la clasificación legal de la 
infracción con arreglo a la ley nacional, el segundo es la verdadera naturaleza de la infracción y 
. el tercero es el grado de severidad que la sanción de la persona afectada se arriesga a soportar. 
El segundo y el tercer criterio son alternativos y no necesariamente acumulativos. ( ... ). 44. Como 
se ha indicado, en primer lugar, el recurrente fue sancionado en un procedimiento penal sumario 
por haber usado un carburante menos gravado que el diese! en el tanque de su vehículo, lo que 
constituía una defraudación tributaria mínima. El procedimiento era penal en cuanto a su natura- . 
leza de acuerdo con la clasificación de la ley finlandesa. Este procedimiento también era penal a 
los efectos del artículo 4 del Protocolo número 7 y por consiguiente el recurrente fue finalmente 
absuelto o condenado de acuerdo con la ley y el procedimiento penal del Estado. La garantía 
del. artículo 4 del Protocolo número 7 resulta de aplicación cuando un nuevo procedimiento es 
incoado después de que la absolución o condena previa haya adquirido la fuerza de cosa juz-
gada. En este caso el recurrente no apeló contra la condena penal sumaria, que alcanzó por ello 
el status de cosa juzgada. 
45. Con posterioridad, el recurrente fue sancionado con una multa en el procedimiento adminis-
trativo. Con arreglo al primero de los "criterios Engel", aparentemente la multa no estaba clasifi-
cada como criminal sino como parte del régimen fiscal (ver apartado 12). Esto no es sin embargo 
decisivo. En este sentido el Tribunal ha decidido previamente que la esfera considerada en el 
sistema legal finlandés como "administrativa" incluye ciertas infracciones que tienen connota-
·ciones .criminales pero son demasiado triviales para ser reguladas por la ley y el procedimiento 
penal ( ... ). 46. El segundo criterio, la naturaleza de la infracción, es el más importante. ( ... ) Debe 
ser destacado que la multa impuesta consistía en el triple de la cuota tributaria. Ello debe ser 
considerado en opinión del Tribunal como una sanción dirigida a prevenir la conducta infractora, 
circunstancia reconocida como característica de las sanciones penales. Por ello puede concluir-
se que la sanción tributaria fue impuesta por una norma cuya finalidad era no solamente com-
pensadora sino preventiva y sE)ncionadora. El Tribunal co~sidera que ello determina la naturaleza 
criminal de la infracción. 47. A la luz de las consideraciones anteriores, el Tribunal concluye que 
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la infracción era de tal naturaleza como para atraer la multa impuesta el 17 de septiembre de 
2001 al ámbito del 'procedimiento penal' a los efectos del artículo 4 del Protocolo número 7. 
B) Acerca de si la segunda sanción derivaba de los mismos hechos que la primera y de si hubo 
una duplicación de procedimientos. 
48. En la Sentencia Serguei Zolotukhin v. Rusia ( ... ), el Tribunal obserVó que la jurisprudencia 
acumulada a lo largo de la historia de la aplicación del artículo 4 del Protocolo número 7 demos-
traba la existencia de diferentes enfoques de la cuestión de si las infracciones por las cuales un 
recurrente fue perseguido eran las mismas. Buscando poner un final a esta incertidumbre legal, 
el Tribunal ha decidido proporcionar una interpretación armqnizada de la noción de las "mismas 
infracciones" -el elemento de identidad del principio non bis in idem-. ( ... )56. Resumiendo, los 
hechos que dieron lugar a la.sanción penal sumaria contra el recurrente se referían al hecho de 
que habla usado en su vehículo un carburante menos gravado que el diese! sin haber pagado 
el impuesto adicional por dicho uso. ( ... ) Por ello, los hechos en los dos procedimientos apenas 
difieren aunque se exigía el requisito de intencionalidad en el primero de los procedimientos. Por 
ello, el Tribunal considera que los hechos de las dos infracciones deben ser considerados como 
sustancialmente los mismos a los efectos del artículo número 4 del Protocolo número 7. ( ... ).57. 
Las consideraciones anteriores son suficientes para que el Tribunal concluya que ha habido una 
violación del artículo 4 del Protocolo número 7 de la Convención". 
Teniendo, pues, en cuenta, la ratificación del citado Protocolo por España, publicada en el BOE 
de 15 de octubre de 2009, y la obligación recogida en el artículo 1 0.2 CE de interpretar los de-
rechos fundamentales con arreglo a lo dispuesto en los tratados internacionales ratificados por 
nuestro país, Ruiz Zapatero30 ha defendido la incompatibilidad qe la interpretación del TEDH 
sobre el principio non bis in idem en su vertiente procesal, con la continuación o iniciación de un 
procedimiento administrativo. sancionador con posterioridad al archivo, sobreseimiento libre o 
absolución en un proceso penal por los mismos hechos. El fundamento de esta posición dóctri-
nal estribaría en el parágrafo 44 de la citada Sentencia, donde el Tribunal afirma que "la garantía 
del artículo 4 .del Protocolo número 7 resulta de aplicación cuando un nuevo procedimiento 
es incoado después de que la absolución o condena previa haya adquirido la fuerza de cosa 
juzgada." Así las cosas, &ólo la devolución del expediente por el Ministerio Fiscal constituiría, 
a juicio del mencionado autor, un supuesto habilitante para la continuación del procedimiento 
administrativo sancionador, atendida la inexistencia a estos efectos de un procedimiento penal 
en sentido estricto. 
Nos hallamos, en consecuencia, ante un novedoso criterio hermenéutico acerca del bis in idem 
procesal en materia sancionadora, ya sea penal o administrativa (pues sobre ambos tipos de 
30 RUIZ ZAPATERO, Guillermo: 'Bis in ídem' material y procesal en la continuación de actuaciones administrativas 
por no haberse apreciado la existencia de delito fiscal, en Quincena Fiscal no 9, 2009, p.63. 
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procedimiento se proyecta el artículo 4 del Protocolo número 7, según reiterada jurisprudencia 
del TEDH), en relación con el cual, sin embargo, nos mostramos en desacuerdo. La pretendida 
extensión del razonamiento del Tribunal de Estrasburgo hasta el punto de afirmarse que el último 
párrafo del artículo 180.1 LGT resulta constitucionalmente incompatible con la prohibición del 
bis in ídem se reputa, a nuestro juicio, desmesurada. Estimamos que la legalidad tributaria vigen-
te y, en particular, el mandato contenido en el artículo 180.1 LGT ("De no haberse apreciado la 
existencia de delito, la Administración Tributaria iniciará o continuará sus actuaciones de acuer-
do con los hechos que los Tribunales hubieran considerado probados"), se ajusta perfectamente 
al sentido e interpretación que la doctrina del TC ha asignado al principio non bis ídem tanto en 
su vertiente procesal como material. 
Entendemos que lo que se prohíbe es la doble sanción -consecuencia de dos procedimientos-, 
con independencia de si la penal precede a la administrativa o a la inversa; pero nada en el razo-
namiento del TEDH, salvo la alusión a la absolución efectuada en el parágrafo 44 de la Sentencia 
Ruotsalainen v. Finlandia, impide que en el caso de no haberse apreciado el dolo o cualquier 
otro elemento típico constitutivo de la defraudación penal, se pueda iniciar o proseguir el proce-
dimiento administrativo al objeto de dirimir la posible existencia de una infracción administrativa. 
Y ello en el bien entendido de que el fundamento que subyace a la infracción tributaria y al delito 
fiscal no es el mismo, pese a que pueda existir identidad en los hechos, lo que conduce a que 
unos mismos hechos puedan considerarse infracción administrativa, aun cuando previamente 
el contribuyente hubiera sido. absuelto en un proceso por delito de defraudación tributaria, o se 
hubiera producido el archivo o el sobreseimiento libre de la causa penal. 
Concluyendo, estimamos que el artículo 180.1 LGT deviene absolutamente respetuoso con el 
significado no sólo material, sino también procesal del principio analizado que, como ya se ex-
puso, queda garantizado a través del necesario control ulterior por parte de la autoridad judicial 
de los actos administrativos mediante el oportuno recurso, la imposibilidad de desarrollar un 
proceso administrativo sancionador cuando los hechos pudieran ser constitutivos de delito, y la 
necesidad de respetar la cosa juzgada. Con todo, no es menos cierto que el TEDH parece haber 
. matizado esta interpretación, extendiendo la prohibición de iniciar o continuar un ulterior pro-
cedimiento administrativo sancionador incluso en la hipótesis de absolución del contribuyente 
en vía penal, por lo que habrá que esperar para comprobar si este pronunciamiento aislado se 
convierte en reiterada doctrina del TEDH y, en tal caso, proceder a acompasar la doctrina juris-
prudencia! del TC en este sede a los nuevos dictados del Tribunal de Estrasburgo, 
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